La revocatoria directa de las resoluciones de adjudicación de tierras baldías proferidas con violación de normas legales o reglamentarias vigentes, no vulnera el principio de buena fe, ni el derecho al debido proceso
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1. Norma acusada
LEY 160 DE 1994
(Agosto 3)
Por la cual se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece un subsidio para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones.
 
ARTÍCULO 72. No se podrán efectuar titulaciones de terrenos baldíos en favor de personas naturales o jurídicas que sean propietarias o poseedoras, a cualquier título, de otros predios rurales en el territorio nacional. 
Con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, en el momento de presentar la solicitud de titulación el peticionario deberá manifestar, bajo la gravedad del juramento, si es o no propietario o poseedor de otros inmuebles rurales en el territorio nacional. 
Serán absolutamente nulas las adjudicaciones que se efectúen con violación de la prohibición establecida en este artículo. 
La acción de nulidad contra las resoluciones de adjudicación de baldíos podrá intentarse por el INCORA, por los Procuradores Agrarios o cualquier persona ante el correspondiente Tribunal Administrativo, dentro de los dos (2) años siguientes a su ejecutoria o desde su publicación en el "Diario Oficial", según el caso. 
La procedencia de esta acción se hará constar en todas las resoluciones de titulación de baldíos que expida el INCORA. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el INCORA podrá revocar directamente, en cualquier tiempo, las resoluciones de adjudicación de tierras baldías proferidas con violación a lo establecido en las normas legales o reglamentarias vigentes sobre baldíos. 
En este caso no se exigirá el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. En lo demás, el procedimiento de revocación se surtirá con arreglo a las prescripciones del Código de lo Contencioso Administrativo. 
Para la aplicación de las prohibiciones previstas en el presente artículo, se tendrán en cuenta, además, las adjudicaciones de terrenos baldíos efectuadas a sociedades de las que los interesados formen parte, lo mismo que las que figuren en cabeza de su cónyuge, compañero permanente e hijos menores que no hayan obtenido habilitación de edad. 
Ninguna persona podrá adquirir la propiedad sobre terrenos inicialmente adjudicados como baldíos, si las extensiones exceden los límites máximos para la titulación señalados por la Junta Directiva para las Unidades Agrícolas Familiares en el respectivo municipio o región. También serán nulos los actos o contratos en virtud de los cuales una persona aporte a sociedades o comunidades de cualquier índole, la propiedad de tierras que le hubieren sido adjudicadas como baldíos, si con ellas dichas sociedades o comunidades consolidan la propiedad sobre tales terrenos en superficies que excedan a la fijada por el Instituto para la Unidad Agrícola Familiar. 
Quien siendo adjudicatario de tierras baldías las hubiere enajenado, no podrá obtener una nueva adjudicación antes de transcurridos quince (15) años desde la fecha de la titulación anterior. 
Los terrenos baldíos adjudicados no podrán fraccionarse en extensión inferior a la señalada por el INCORA como Unidad Agrícola Familiar para la respectiva zona o municipio, salvo las excepciones previstas en esta Ley. 
Los Registradores de Instrumentos Públicos se abstendrán de registrar actos o contratos de tradición de inmuebles, cuyo dominio inicial provenga de adjudicaciones de baldíos nacionales, en los que no se protocolice la autorización del INCORA cuando con tales actos o contratos se fraccionen dichos inmuebles. 
La declaratoria de caducidad de los contratos relacionados con baldíos y la reversión al dominio de la Nación se harán sin perjuicio de los derechos de terceros. 
Las prohibiciones y limitaciones señaladas en los incisos anteriores, deberán consignarse en los títulos de adjudicación que se expidan. 
 
2. Decisión
Declarar EXEQUIBLES los incisos sexto y séptimo del artículo 72 de la Ley 160 de 1994, en los términos expuestos en esta sentencia. 
 
3. Fundamentos de la decisión
De manera previa, la Corte integró la unidad normativa de la expresión acusada con los incisos sexto y séptimo del artículo 72 de la Ley 160 de 1994, al encontrar que era necesaria para el adecuado examen de los cargos planteados, que no podía hacerse de manera aislada del enunciado normativo cuestionado, pues es allí donde se fijan las condiciones para autorizar la revocatoria unilateral de los actos de adjudicación de baldíos. 
La Corte consideró que la norma acusada no vulnera el artículo 29 de la Constitución, en la medida en que la revocatoria de los actos de adjudicación de baldíos exige que se adelante una actuación en la que el ciudadano cuente con “todas las garantías que inspiran el debido proceso en sede administrativa, destacándose el respeto y acatamiento, entre otros, de los principios de la necesidad de la prueba, de la publicidad y la contradicción; y, por supuesto, imponiéndose el respeto y acatamiento que ameritan los términos preclusivos con que cuenta el funcionario competente para adelantar y resolver cada etapa o lapso procedimental” (Sentencia C-835/03). 
Resaltó que el artículo 72 de la Ley 160 de 1994 señala de forma expresa que las diligencias para la revocación de dichos actos, se surtirán con arreglo a las prescripciones del Código Contencioso Administrativo, lo que obliga a las autoridades a ser especialmente cautas y garantes de los derechos de contradicción y defensa de quien se pretenda revocar un acto de adjudicación de terrenos baldíos.
En tal sentido, la Corte constató que, ya sea que la revocatoria proceda con o sin el consentimiento del particular, la misma está sometida en todo caso al procedimiento establecido en el artículo 74 del Código Contencioso Administrativo, norma que remite al artículo 28 y este a su vez, a las normas relativas a la citación del interesado (art. 14), la oportunidad para presentar pruebas (art. 34) y los presupuestos para la adopción de decisiones (art. 35), todos del mismo estatuto. En consecuencia, consagra unas reglas mínimas del debido proceso que en todo caso deberán aplicarse cuando se pretenda revocar un acto administrativo de adjudicación de baldíos. 
A juicio de la Corte, la revocatoria prevista en la norma acusada tampoco desconoce el principio de buena fe (art. 83 C.P.), por cuanto en una circunstancia de manifiesta ilegalidad, la aplicación de este principio debe operar es, en beneficio de la administración para proteger el interés público, pues en este caso la actuación fraudulenta con la que se dio origen o desarrollo a la actuación de la administración, rompe la confianza legítima que sustenta la presunción de legalidad del acto expedido bajo tales circunstancias.
En ese orden, la Corte procedió a declarar la exequibilidad de los incisos sexto y séptimo del artículos 72 de la Ley 160 de 1994.
